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Y hay trabajos que revelan la necesidad de que el jurista, sin dejar de 
contemplar el plano de las instituciones, analice la posición adoptada, re­
lacionándola con el plano de los grandes valores éticos, sin cuya vigencia 
el Derecho sería una mera técnica, vacía de sentido, desprovista de toda 
trascendencia. 

Entre estos últimos quiero mencionar, especialmente, el trabajo de 
don Alvaro del Portillo, hasta hace muy poco Prelado del Opus Dei, cuya 
enseñanza aparece corno una gema que resplandece engarzada en la es­
tructura de este Anuario, al que presta la luz de su clara doctrina. 

No sobran en el país las publicaciones jurídicas que puedan ostentar 
un nivel semejante al del Anuario. Las hay de grandísimo mérito en la di­
fusión de la jurisprudencia y en el aporte doctrinario, que llegan cada día, 
corno un aprovisionamiento indispensable, a la mesa de jueces y abogados 
y que se reúnen en colecciones imprescindibles para el trabajo jurídico, 
pese al avance y la difusión de los procedimientos más modernos. 

Pero esas publicaciones participan -por cierto que fecundarnente­
del ritmo sostenido, y a veces casi febril que es propio de nuestro quehacer 
cotidiano. 

El Anuario será algo diferente: un hito que invita a detenerse, a me­
ditar, a ver los problemas de todos los días desde una óptica distinta, a con­
templar desde un otero científico y filosófico la realidad del Derecho. 

Me complazco, pues, con quienes han asumido la responsabilidad de 
su dirección y me atrevo a pedirles que hagan todo el esfuerzo necesario -
que por cierto será arduo- para mantener este nivel inicial y para que el 
Anuario sea el reflejo de una actividad puesta al servicio de la investiga­
ción y la enseñanza, que habrá de desarrollar la nueva Facultad de Derecho 
de la Universidad Austral, a cuyo alu~brarniento asistirnos en estos días. 

Jorge Adolfo MAZZINGHI 
Primer vice-rector de la Universidad Austral 

MORAL Y DERECHO 

Por Alvaro del Portillo 1 

Las relaciones entre Moral y Derecho, es decir entre orden jurídico y 
orden moral, constituyen uno de los ternas más estudiados por moralistas, 
filósofos del Derecho y canonistas, sin que hasta hoy se haya conseguido 
llegar no ya a un mínimo de acuerdo, sino -y esto tendría ya una impor­
tancia notable- ni siquiera a un planteamiento claro de las cuestiones que 
se han de tratar. El hecho mismo de que tres ciencias diversas -la Moral, 
la Filosofía del Derecho y la Ciencia canónica- se ocupen de esta materia 
es señal clara de su complejidad y, sobre todo, pone de manifiesto que son 
distintos los puntos de vista desde los que se consideran los problemas a 
partir de los cuales se puede llegar a su solución. Así, por ejemplo, el así 
llamado problema de la posible amoralidad del Derecho pertenece al cam­
po de la Filosofía del Derecho (naturaleza moral del Derecho), mientras 
que las relaciones entre el fuero de la conciencia y el fuero externo cons­
tituyen una vexata quaestio dé la Ciencia canónica. 

Teniendo presente la complejidad del terna, estas breves notas deben 
limitarse necesariamente a algunos puntos que guardan mayor relación 
con el Derecho Canónico 2. 

l. Cuestiones previas 

Para entender las opiniones que se manifiestan sobre este tema, es ne­
cesario aclarar qué entendemos por Moral, y qué sentido tiene en este tra­
bajo la palabra Derecho. 

a) ¿Qué es el orden moral? Con frecuencia, se entiende por moral el 
orden de las relaciones del hombre con Dios. Así, a la vez que se alude al 

1 Obispo Prelado del Opus Dei. 
2 Estas notas fueron escritas por su autor atendiendo especialmente al Derecho Canó­

nico. Pero en buena parte las ideas desarrolladas tienen validez para todo Derecho. Por esta 
razón, hemos creído de interés publicarlas. 
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hecho de que Ja moral es una dimensión (orden o recta dispositio, esta di­
mensión se sitúa en una relación interpersonal (del hombre respecto a 
Dios, en cuanto a persona). Según esta concepción, el orden moral es un 
conjunto de leyes, es decir un cúmulo de mandatos-con el carácter intrín­
seco propio de toda ley- a los cuales el hombre debe obedecer. Esto con­
duce a una concepción de la Moral entendida como algo exterior al hom­
bre, cuyo fundamento reside en la existencia de un Ser superior que manda. 

Frente a esta concepción, entendemos por Moral la dimensión orden 
del hombre como persona; es decir, el conjunto de exigencias que derivan 
de la estructura óntica del hombre en cuanto que es un ser personal (res­
puesta del hombre como persona). De este modo, el orden moral se presen­
ta con las siguientes características: 

1.- Es un orden intrínseco al hombre. 
2.- Es un orden objetivo, ya que la estructura óntica de la persona­

lidad se recibe de Dios, y no es algo constituido por el hombre. 
3.-Es el orden inherente a la libertad, puesto que corresponde al de­

sarrollo de la personalidad del hombre según su propio ser. Lo inmoral pro­
viene de un aherrojamiento de la libertad (servidumbre del pecado y la con­
cupiscencia). 

4.- Es responsabilidad ante Dios, como respuesta a la vocación que 
representan el ser y la existencia del hombre (sentido vocacional del ser hu­
mano; la vocación como "proyecto de existencia" de Dios para cada hom­
bre en concreto). En este sentido, el orden moral es, a su vez, orden del 
hombre en cuanto tiene una relación con Dios. 

5.- En la medida en que la estructura óntica de la persona humana 
es idéntica en todos los hombres -por lo que concierne a su núcleo esen­
cial-, es posible deducir (abstracción) y formular unas constantes univer­
sales, que son las llamadas normas de moral. 

Tratándose del cristiano, se ha de añadir el hecho, cie1iamente tras­
cendental, de Ja filiación divina que, enriqueciendo la naturaleza y la per­
sonalidad humana, lleva consigo nuevas exigencias -que asumen a las 
exigencias provlnientes del orden natural- inherentes a la condicio filio­
rum Dei, una condición que no es extrínseca-un añadido o simple actita- . 
mento-- a Ja persona humana, sino que es su enriquecimiento sobrenatu­
ral. 

b) ¿Qué es e/Derecho? El Derecho tiene una entidad distinta. Breve­
mente, y sin necesidad de descender a detalles particulares, se puede decir 
que el Derecho significa orden social, es decir el orden de la comunidad 
humana o, en otras palabras, el conjunto de estructuras que ordenan y or­
ganizan a 19s hombres en la comunidad. Son, por ello, características de es­
tas estructuras: 1) Ja positividad, o sea el hecho de que entran en vigor sólo 
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en el momento en que, de modos diversos, quedan asumidas eri Ja comu­
nidad como orden propio; 2) la historicidad, es decir su necesaria adecua­
ción a Ja situación real de la comunidad. 

También el Derecho Canónico es un Derecho, y es por ello orden so­
cial. Es, en otras palabras, una estructura ordenadora del Pueblo de Dios, 
en cuanto éste es una comunidad, con dimensión terrena e histórica, de cre­
yentes con una organización social y una vida comunitaria. 

Es función del Derecho Canónico estructurar y ordenar, según prin­
cipios de justicia, las relaciones entre los miembros de la Iglesia (relacio­
nes entre hombres). 

//. Fundamento moral en las normas del Derecho 

El orden moral y el orden jurídico, aun siendo di versos, no se encuen­
tran sin embargo disociados. La comunidad es expresión de una dimensión 
de la estructura óntica de la personalidad: es decir, la socialidad. Y aquí la 
socialidad se ha de entender como apertura esencialmente inherente de la 
persona humana hacia Jos demás, y por tanto que existe en virtud de la mis­
ma naturaleza (y, en la Iglesia, en virtud de Ja gracia). Pero mientras la so­
cialidad es una estructura personal, la comunidad es el producto histórico, . 
el efecto real de esa dimensión. Por este motivo, mientras el orden moral 
es orden de la persona, el Derecho es orden de la comunidad, y no puede 
por tanto confundirse con el orden moral. Al mismo tiempo, el Derecho se 
funda en Jos principios de Ja moral, porque Ja comunidad es un efecto (pro­
ducto) de una dimensión personal (en Ja que tiene su fundamento). En este 
sentido, es preciso afirmar que la Moral es base necesaria del Derecho. 

Pero¿ cuál es el alcance de esta idea? Sin la pretensión de dar una res­
puesta exhaustiva, nos limitaremos a indicar dos aspectos: 

1.- El Derecho tiene como dimensión propia esencial un valor: la 
justicia. U na regla o estructura social a la que falte este valor no es propia­
mente Derecho: es violencia o tiranía. 

2.- El Derecho establece sus reglas y estructuras no a partir del de­
sorden óntico que conocemos con el nombre de lexfomitis-según la termi­
nología de Santo Tomás-, sino a partir del orden inherente a la persona. 

Con estas premisas, aunque sea necesario hablar de un fundamento 
moral de las reglas del Derecho, sería erróneo pasar del fundamento a la to­
talidad del edificio. Y esto sucedería si se pretendiese afirmar que un orde­
namiento jurídico ha de ser el desarrollo completo -por conclusión y de­
ducción- de las normas morales. 

Quien así pensase, no sólo olvidaría que Santo Tomás habla de una 
conclusión y deducción de la razón práctica en relación con la situación 
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real de la comunidad, sino también que todo sistema jurídico ordena no un 
ente imaginario, sino un grupo social concreto y determinado, histórica­
mente vivo, con sus virtudes y vicios, con sus cualidades y defectos, con 
una mentalidad y una cultura concretas y determinadas. La conclusión y la 
deducción operan en razón de la situación concreta. Toda norma de Dere­
cho ha de ser moral, es decir, debe responder a la recta razón y proteger 
aquello que de la justicia puede quedar salvaguardado, pero no en el sen­
tido de imponer siempre y a toda costa la solución moral. Y así, presupo­
niendo un hecho inmoral, no siempre el Derecho debe imponer su cesación 
-no es ésta la misión propia del legislador-, sino que debe proteger 
aquella parte de justicia que puede quedar salvaguardada, y que también en 
una situación inmoral persiste en las relaciones entre aquellos que toman 
parte en ella (como es el caso de muchas de las llamadas obligaciones na-

turales). 

ll/. Relaciones entre Moral y Derecho 

Una vez establecidas las anteriores premisas, parece llegado el mo­
mento de tratar algunos de los problemas comprendidos en el tema. 

a) Obligatoriedad.en conciencia de las leyes 
Es ésta una cuestión que obviamente se limita a las normas emanadas 

por el legislador humano. La afirmación de este reflejo moral de las leyes 
humanas proviene en parte de la reflexión acerca de la naturaleza humana 
y, en parte también, de conocidos textos neotestamentarios. 

La socialidad humana no es algo añadido al hombre (como pretende 
el individualismo absoluto) , sino que es , como hemos dicho, una dimen­
sión de la personalidad (la apertura esencial del yo al tú; en este sentido, el 
cumplimiento de las leyes afecta objetivamente a la respuesta personal del 
hombre (a su responsabilidad social y a su condición de persona en la co­
munidad) y, por tanto, a la esfera moral. En la medida en que esa situación 
es producto de ll'l voluntad divina (non est potestas nisi a Deo), esta respon­
sabilidad se da ante Dios: es la respuesta a la llamada que Dios hace para 
realizarse como persona en la comunidad. 

Desde este punto de vista, es fácil darse cuenta de que la obligatorie-
dad de las leyes no depende del hombre. Y tampoco las leyes son obliga­
torias en conciencia porque así lo establece el legislador humano, ni está en 
las manos de éste suprimir tal obligatoriedad. 

Este principio adquiere en la Iglesia una fuerza aún mayor, si ello fue­
ra posible, porque el Papa y los Obispos son representantes de Cristo. La 
responsabÍlidad moral del fiel en el cumplimiento del Derecho se deriva de 
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la voluntad fundacional de Cristo y de su continua presencia en la Iglesia 
como Cabeza. Tal obligatoriedad no es producto de una creación por parte 
de los Pastores, ni está en sus manos la posibilidad de realizar cambios en 
esta realidad objetiva. 

Pero es necesario tener presentes tres observaciones. En primer lu­
gar, que no todas las normas tienen jurídicamente el mismo valor, del mis­
mo modo que no es idéntica la reacción del cuerpo social o de la autoridad 
ante la infracción de una u otra norma. Consiguientemente, no todas las 
normas jurídicas, consideradas individualmente, tienen el mismo reflejo 
moral. No es lo mismo transgredir una norma de la que depende la validez 
de un sacramento, que descuidar otra que se refiere a un detalle sobre el 
modo de redactar la memoria acerca del estado de la diócesis. 

En segundo lugar, se ha de tener en cuenta que la obligatoriedad no 
es un efecto mecánico de la norma jurídica. La obligatoriedad moral está 
en relación directa con el valor e importancia de los bienes sociales tutela­
dos por la norma, tanto si se trata de la protección de dichos bienes como 
de bienes que se deben obtener. En otras palabras, la obligatoriedad moral 
no es una dimensión de la norma jurídica considerada de modo aislado, 
sino que es efecto de la responsabilidad humana en relación con la realidad 
social, por lo que se refiere tanto a la relación con la autoridad como a la 
realidad y a los fines sociales de que se trate en cada caso concreto. 

En tercer lugar, hay que tener también presente la existencia de unas 
normas de interpretación del Derecho, que llevan consigo no seguir la letra 
de la ley, como sucede en los casos en que se aplica la aequitas o la epi­
cheia. Y tampoco se puede descartar la posibilidad de leyes inadecuadas o 
positivamente injustas, ante las cuales son perfectamente legítimos -y en 
ocasiones necesarios- respectivamente el desuso o la resistencia . . 

Nos parece que las observaciones expuestas ponen de manifiesto que 
no es exacto hablar de obligatoriedad de las leyes en conciencia, si con ello 
se pretende decir que de cada ley brota una obligación moral particulariza­
da. Más bien se debería hablar del principio de solidaridad social y, más es­
pecíficamente, de la obligación moral de vivir según Derecho (entendien­
do por Derecho las normas y estructuras justas), de manera que la 
solidaridad y la obligatoriedad se manifiestan en cada ley según diversos 
grados y circunstancias; y teniendo siempre en cuenta que el cumplimiento 
de las leyes no es producto de un mecanismo sin alma, sino de una virtud, 
que como toda virtud es orden en la libertad, no destrucción de la libertad. 
Esta virtud es la prudencia jurídica, que es un aspecto de la prudencia po­
lítica. 

En lo que se refiere a este tema, el Derecho Canónico plantea un pro­
blema de cierto interés: el problema de la cláusula graviter onerata cons-
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cientia, que se añade en ocasiones a algunas normas. ¿Cuál es su signifi­
cado y valor? Pensamos que, para responder a esta pregunta, han de tenerse 

presentes dos precisiones. 
En primer lugar, y como ya hemos dicho, no todas las normas jurídi-

cas tienen el mismo valor, ni es razonable pensar que el legislador atribuya 
la misma fuerza a todas sus disposiciones. Si el sentido común (y más pre­
cisamente la prudentia iuris) no bastase para llegar a esta conclusión, la 
cosa aparecería evidente, entre otras muchas razones, observando la reac­
ción del mismo legislador ante el incumplimiento de las diversas leyes. 
Efectivamente, en algunas ocasiones el incumplimiento se castiga con pe­
nas severas, mientras que en otros casos Ja reacción es débil e incluso ine­
xistente. Aún más: existen incluso supuestos en los cuales, por distintas 
circunstancias, el mismo legislador prefiere que se deje de lado la obser­
vancia de determinadas prescripciones de la ley-con tal que se respete su 
espíritu y se alcance su finalidad-, como sucede en tantos reglamentos 
administrativos: es bien conocido el sistema de perturbación de la vida so­
cial-se trata de una forma de huelga-que consiste en la aplicación com­
pleta del reglamento. La misma jerarquía de normas que existe en tantos 
ordenamientos no es otra cosa que Ja formalización del principio enuncia­
do: no todos los preceptos jurídicos tienen idéntico valor. En este sen­
tido, cuando se añade la citada cláusula-graviter onerata conscientia­
se intenta resaltar que el legislador eclesiástico atribuye a esa disposición 
un valor de primaria importancia y que, por tanto, de ella se desprende una 
obligación grave de conciencia. 

En segundo Jugar, no parece que ello signifique que el legislador aña-
da esa obligación en conciencia como un efecto que pueda poner o quitar 
según su voluntad. Según este modo de pensar, el legislador añadiría por 
su propia voluntad la obligación moral a Jos efectos jurídicos. Los Pastores 
eclesiásticos no ponen ni quitan obligaciones de conciencia fuera del sa­
cramento de Ja Penitencia o en la medida en que establecen o abrogan leyes 
y disposiciones de las cuales brota objetivamente Ja obligación de cumplir­
las. La obligatoriedad de las leyes (o de los preceptos) en conciencia es una 
obligación moral objetiva, que depende de la unión de dos factores: Ja gra­
vedad de la materia sobre la cual versan y Ja fuerza atribuida a la disposi­
ción. La cláusula graviter onerata conscientia, puesta en una materia fútil 
o de poca importancia, no causaría una obligación grave; por el contrario, 
una ley cuyo incumplimiento provoque graves daños engendra una obliga­
ción grave, aunque no se enuncie con la cláusula citada. 

La cláusula de que estamos tratando desempeña su función más clara 
en el caso contemplado por el can. 21 del Código de Derecho Canónico, y 
en otros semejantes: leyes, preceptos u otras disposiciones que se emanan 
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con ei fin de prevenir un peligro general. En esas circunstancias, las nor­
mas indicadas, unidas a la cláusula graviter onerata conscientia, obligan 
gravemente, aunque en un caso particular el peligro pueda ser remoto e in­
cluso inexistente (siempre, desde luego, en los términos dentro de los cua­
les interpretan los autores el can. 21 del Código de Derecho Canónico). 

b) Los dictámenes de la propia conciencia y el orden jurídico 
Hemos considerado la obligatoriedad en conciencia de las leyes, que 

significa una obligación moral general de vivir en conformidad con el De­
recho. La cuestión que ahora se plantea tiene un carácter conflictivo: ¿qué 
sucede cuando la propia conciencia considera inmoral el cumplimiento de 
la ley? El conflicto puede surgir, bien porque se entiende que la prescrip­
ción de una determinada ley (o de cualquier otro tipo de norma jurídica) es 
inmoral, bien porque, aun siendo justa Ja ley y correcta en los casos gene­
rales, no lo es en su aplicación a un caso concreto (por ejemplo, en el caso 
del cónyuge putativo que no puede demostrar Ja nulidad del propio matri­
monio). 

El principio general es claro: Ja ley no exime del dictamen de la pro­
pia conciencia; y no es menos clara la consecuencia: se debe seguir el dic­
tamen de la conciencia, desobedeciendo a la ley. Pero, en cualquier caso, 
se deben también sufrir las consecuencias y los efectos de esa desobedien­
cia, siempre que no puedan evitarse con medios justos. Tratándose de una 
regla conocida y universalmente admitida por los autores católicos, no pa­
rece necesario detenerse más en el examen de esta cuestión. 

c) Los fundamentos morales del Derecho y la actuación en conciencia 
Es ésta una cuestión que se trata hoy con frecuencia, en relación con 

las nuevas maneras de entender el Derecho de la Iglesia. Según algunas co-
1Tientes de opinión, los fieles (y, en general, los destinatarios de la ley) de­
berían obrar en conciencia, es decir, según el juicio moral formado en la 
propia conciencia, de manera que la norma jurídica revista el carácter de 
ideal a que se debe tender o de indicación sobre la conducta que se ha de 
seguir. Como es lógico, esta cuestión se plantea sólo en relación con aque­
llas normas jurídicas que se fundan directamente en una norma moral (por 
ejemplo, la indisolubilidad del matrimonio). En los demás casos, esta 
cuestión no puede plantearse, a no ser que se confunda el juicio moral de 
la conciencia con la prudencia jurídica. Las leyes procesales, por ejemplo, 
son un producto de la prudencia jurídica, no fruto de juicios morales de la 
conciencia. El carácter indicativo de la ley significaría-en éste y en otros 
casos- que no habría normas jurídicamente vinculantes, es decir, que no 
existiría el Derecho. 
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Sin descender a los casos particulares, y teniendo presente cuanto se 
ha expuesto hasta ahora, nos parece que la tesis descrita no es aceptable, es­
pecialmente por lo que se refiere a la Iglesia. La comunidad cristiana se 
funda en la comunidad de fe, en un mensaje revelado que lleva consigo exi­
gencias morales, que provienen de Ja voluntad fundacional de Cristo y se 
encuentran impresas en el cristiano como hijo de Dios regenerado por la 
gracia. El cumplimiento de las normas morales es un aspecto, ciertamente 
fundamental , de la dimensión testimonial de la Iglesia, cuyo Derecho-y, 
por tanto, sus estructuras sociales y jurídicas- debe fundarse en el men­
saje moral del cristianismo. Quedando siempre a salvo el posible error de 
conciencia, el Derecho de la Iglesia debe responder al mensaje cristiano, 
tal como se encuentra en las fuentes de la Revelación, en la Tradición y en 

el Magisterio eclesiástico. 

EL SISTEMA DE NULIDADES DEL ACTO 
ADMINISTRATIVO 1 

Por Julio Rodolfo Comadira 

l. Introducción 

l. I. Aclaración previa 
U na adecuada exposición del régimen de la invalidez de los actos ad­

ministrativos requiere, como mínimo, tres pasos. 
La precisión conceptual del acto administrativo, con el fin decir­

cunscribir adecuadamente el objeto del régimen; un trazado de la teoría de 
los elementos o requisitos esenciales del acto, habida cuenta de la relación 
inescindible que hay entre éstos y el régimen de la invalidez y, finalmente, 
la exposición particularizada del fundamento y las notas configuradoras de 
cada una de las categorías de este último régimen. El estudio sería aún más 
completo si el tiempo permitiera integrar al análisis, los vicios encuadra­
bles en cada categoría de invalidez. Sin embargo, la prudencia me aconseja 
adelantar desde ahora la exclusión de esta posibilidad. 

El tratamiento diferenciado y sucesivo de los elementos, la invalidez 
y los vicios, propuesto por Cassagne en Ja Argentina 2-a quien que he se­
guido, en este aspecto, en mis publicaciones sobre el acto 3 - constituye 
la mejor metodología lógica y didáctica, pues no es coherente ni conve­
niente estudiar los vicios del acto, sin antes conocer sus elementos y los ti­
pos de invalidez aplicables a cada uno de aquéllos. 

Un criterio diferente Jleva, en efecto, a tratar promiscuamente ele-

l Este artículo corresponde, en lo sustancial, a la disertación del autor en las 
"Xomadas de Estudio sobre Procedemento Administrativo (IV Encontro Hispano 
Arxentino)", organizadas por la "Escota Galega de Administración Pública", en Santiago 
de Compostela, los días 15 y 16 febrero de 1994. 

2 CASSAGNE, Juan Carlos, Derecho Administrativo, T. Il, Bs. As. , 1992, pág. 167. 
3 COMADIRA, Julio Rodolfo, ActoAdministrativo Municipal, Bs. As. , 1992, págs. 19 

y sigs. 
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